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Las complejas relaciones entre elecciones 
y seguridad: el caso del estado de Río de 
Janeiro en la democracia brasileña1

Emilio Dellasoppa2

Democracias y elecciones: definiciones sobre un problema difícil 

En su análisis de 36 países democráticos, el libro de Arend Lijphart sobre 
modelos de democracia (Lijphart 2003), continuación de su estudio com-
parativo anterior publicado en 1984, no incluye a Brasil, Argentina, Chile, 
Ecuador, Perú, entre otros, en la lista de países que cumplían con sus cri-
terios para ser considerados democráticos. En ese momento, apenas Costa 
Rica y Colombia estaban en condiciones de ser incluidos como tales.3 En 

1  Una primera versión de este trabajo fue presentada en el Seminario Internacional “Lo político 
de la Seguridad Ciudadana”, realizado el 29 de marzo de 2010 en FLACSO- Sede Ecuador, durante la 
mesa   mesa “Elecciones y Seguridad. Ofertas electorales y agenda pública.”

2  Emilio Enrique Dellasoppa es Ingeniero químico por la Universidad de La Plata y doctor en 
Ciencia Política por la Universidad de São Paulo. Actualmente es profesor asociado de la Universidad 
del Estado de Río de Janeiro. Ha publicado el libro Al enemigo, ni justicia: violencia política en la 
Argentina 1943-1983 y diversos libros, artículos y capítulos de libros en el área de seguridad pública, 
violencia, democracia,  gobernabilidad y sociología demográ�ca. Actualmente sus áreas incluyen la 
sociología jurídica, la epistemología y la aplicación de métodos demográ�cos en los estudios crimino-
lógicos. Correo electrónico: emiliodellasoppa@hotmail.com

3  El país que nos ocupa, Brasil, casi un continente, ocupa aproximadamente dos tercios de 
América del Sur. Está dividido en 27 estados incluyendo el Distrito Federal, y en 5 564 municipali-
dades. Es una República Federativa, presidencialista con separación de poderes. El Poder Legislativo 
es bicameral a nivel federal y unicameral en los estados. El presidente y vicepresidente pueden ser 
reelegidos, así como los gobernadores provinciales. La elección es por sufragio universal (para mayo-
res de 16 años) por el sistema de ballotage. El Senado se constituye con tres senadores por estado, y 
la cámara de diputados proporcionalmente a los estados. Los estados más desarrollados –como São 
Paulo– están subrepresentados en relación con los estados del norte y nordeste. El sistema de partidos 
incluye un número relativamente grande que se identi�ca desde la derecha a la izquierda pasando por 
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su trabajo, Lijphart analiza fundamentalmente los modelos mayoritario y 
consensual de democracia como una elección posible de polos analíticos, 
señalando que contrastes similares ya fueron analizados por la ciencia po-
lítica en diversas oportunidades.4 Esta clasi�cación se presenta como de 
dudosa utilidad para las realidades latinoamericanas, lo que ya muestra la 
complejidad del problema. 

Por otra parte, si tomamos como referencia los atributos que caracterizan 
a una poliarquía (Dahl 1973, 1989)5 observaremos la extrema importancia 
de las elecciones como institución fundamental para caracterizar una de-
mocracia. Por lo tanto, en este trabajo recuperamos esa importancia para 
analizar el contexto y la forma especí�ca en que estas instituciones ocurren 
efectivamente en Brasil, con énfasis en el Estado de Río de Janeiro. Además, 
observaremos críticamente toda una serie de manifestaciones colaterales que 
in�uencian y a veces pueden hasta determinar el rumbo de las elecciones. 

En nuestro caso, focalizaremos los hechos relacionados con la violencia, 
sea tanto de organizaciones de tra�cantes, de juego ilegal, de sindicatos 
paralelos ilegales y de milicias de agentes del área de seguridad pública y 
otras. Estas manifestaciones de la violencia están estrechamente relacio-
nadas, en muchos casos, con políticos electos y en el ejercicio de sus fun-
ciones en diversos ámbitos, a nivel municipal y provincial. Para facilitar el 
entendimiento de estos procesos que afectan la institución electoral en la 
democracia brasileña, seguiremos algunas consideraciones que pueden ser 

un poblado centro. No existe el sistema de primarias, de modo que los partidos están controlados por 
grupos bastante cerrados.

4  Entre los contrastes señalados por Lijphart, se encuentran los que “fueron trazados por Robert 
A. Dahl (1956) –democracia “populista” versus “madisoniana”; William H. Riker (1988) –”populis-
mo” versus “liberalismo”–; Jane Mansbridge (1980) –democracia “combativa” versus “unitaria”– y S. 
E. Finer (1975) –política “combativa” versus “política centrista y de coalición” (Lijphart 2003, 21). 
Como puede veri�carse, existe en la ciencia política un amplio conjunto de posibilidades clasi�catorias 
de las formas democráticas contemporáneas, así como una reducida probabilidad de encontrar formas 
“puras” en la realidad empírica. Guillermo O’Donnell (1997, 306) cita un trabajo de Collier y Levitsky  
(1996) en el que se hace un inventario de casi cien cali�cativos aplicados al término “democracia”.

5  Los lectores pueden comparar la lista original de Poliarchy (Dahl, 1973) con la presentada en 
Democracy and Its Critics (Dahl, 1989:221). En esta última se indican siete características: 1. Autori-
dades públicas electas; 2. Elecciones libres y limpias; 3. Sufragio universal; 4. Derecho a competir por 
los cargos públicos; 5. Libertad de expresión; 6. Fuentes alternativas de información; y 7. Libertad de 
asociación.
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útiles para los lectores sobre el contexto histórico y social donde se mani-
�estan los fenómenos en análisis.

Características socioeconómicas, historia y sistema político 

Brasil representa un enigma para la teoría política comparada: ¿cómo una 
sociedad tan fragmentada ha podido permanecer como un todo cohesio-
nado hasta el presente? (Kesselman y otros 2009, 428).6 Además, siendo 
una sociedad étnicamente plural, con marcadas diferencias de desarrollo 
económico y cultural entre sus regiones. En su historia relativamente re-
ciente, Brasil sufrió el proceso de urbanización más violento después del 
de la República Popular China. Hasta mediados de la década de los años 
cincuenta era un país mayoritariamente rural. En los años siguientes, entre 
veinte y treinta millones de personas se trasladaban por década del campo 
a las ciudades, fundamentalmente del sur-sudeste. En 2015, de acuerdo 
con los criterios del Instituto Brasileño de Geografía y Estadística (IBGE),7 
84,7% de la población reside en centros urbanos, y trabaja fundamental-
mente (67,7%) en el área de servicios,8 con un alto índice de informalidad 
(alrededor del 50% de la fuerza de trabajo activa9).

6  La fragmentación de la sociedad brasileña ha sido un tema frecuente en la literatura, desde 
un principio señalado como uno de los obstáculos más serios para la conclusión exitosa del proceso 
de democratización política (Machado da Silva 1991, 1993; We�ort 1990) in�uenciando en la con-
�guración de una “dinámica del desorden” (We�ort) con la incertidumbre e inseguridad asociadas. 
25 años de proceso democrático no han bastado para la construcción institucional necesaria para una 
democracia efectivamente participativa.

7  En Brasil, la tasa de urbanización pasó del 82,5%, en 2005 para el 84,7% en 2015. En 2015, 
los diferenciales por Unidades de la Federación fueron expresivos. En un extremo, Maranhão, con 
una tasa del 59,6% (poco mayor que el indicador de Brasil en 1970, del 56,0%), Piauí, con una 
tasa del 67,1% (similar al indicador de Brasil en 1980, del 67,6%), Pará (68,5%) y Sergipe (70,9%) 
presentaron las menores tasas, mientras que en el otro extremo están Río de Janeiro (97,4%), São 
Paulo (96,6%), Distrito Federal (95,3%) y Goiás (91,6%), que concentraron casi la totalidad de su 
población en áreas urbanas.

8  Más de dos tercios (67,7%) de la población ocupada trabaja en el sector terciario (servicios), 
el 14,2% en la industria, el 10,4% en el sector primario y el 7,7% en la construcción. (IBGE, 2017).

9  Los datos del Ipea referentes al último trimestre de 2016 apuntan que el 45% de la fuerza de 
trabajo activa, estimada en 90 millones, está en la informalidad, casi el equivalente a la población de 
Argentina.  (IPEA, 2016).



172

Emilio Dellasoppa

Analizando el concepto de calidad de vida,10 se observa que cuando se 
utiliza el Human Development Index – HDI – elaborado por las Naciones 
Unidas, Brasil está en la 79ª posición, con un HDI de 0,754 (Desarrollo 
Humano Alto). Con la corrección por desigualdad, pierde 25% del índice 
y cae 19 posiciones, quedando en 98º lugar. Durante la década pasada, 
Brasil había conseguido aumentar cada año su IDH global, pero ese resul-
tado oculta las grandes diferencias económicas y sociales entre los estados 
de la Federación. El mayor índice corresponde al Distrito Federal (Brasilia, 
DF), y los estados del sur y el sudeste ocupan las diez primeras posiciones. 
Río de Janeiro ocupa la cuarta. Sin excepción, los estados del nordeste 
presentan los peores índices, seguidos por los estados del norte. Algunos 
de los estados del nordeste, como Alagoas y Maranhão, controlados du-
rante décadas por las oligarquías locales (Collor de Mello y Sarney, dos 
ex presidentes del período de transición democrática), están entre los que 
tienen el IDH más bajo de Brasil. Además, a pesar de esas leves mejoras en 
años pasados (2004-2012), con los retrocesos de los últimos años, Brasil 
es el décimo país más desigual del mundo, según los datos del informe de 
las Naciones Unidas. El Índice de Gini de Brasil fue de 0,515 en 2015, 
el mismo número registrado por Swazilandia.11 Mientras que el 10% más 
rico de la población se apropia del 46,9% del producto, el 10% más pobre 
apenas consigue el 0,7%. 

La historia política reciente de Brasil registra entre 1964-1985 un ré-
gimen caracterizado como “autoritarismo burocrático” (O’Donnell 1988, 
1994, 1997, 1999), donde a la severa represión política –que incluyó tor-
turas, desapariciones y muertes de militantes de izquierda– está asociado un 
proyecto de desarrollo económico dirigido por el Estado, constituido por 
una alianza militar-civil. Precisamente en el área civil de ese régimen se en-
contraban muchas de las �guras políticas que todavía perduran en varios 
sectores del sistema político brasileño: José Sarney, Edson Lobão, Collor de 

10  Inequality-adjusted Human Development Index. Human Development Report 2016. Hu-
man Development for Everyone, Empowered lives. Resilient nations. United Nations. United Nations 
Development Programme (UNDP). 2016.

11  Gini coe�cient. Human Development Report 2016. Human Development for Everyone, 
Empowered lives. Resilient nations. Table 3. Inequality-adjusted Human Development Index. United 
Nations. United Nations Development Programme (UNDP), 2016.
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Mello y los sectores ligados a Antonio Carlos Magalhães en el estado de Ba-
hía están en el origen de muchas de las características clientelistas actualiza-
das del funcionamiento actual del sistema político en algunas regiones. Brasil 
tuvo una de las más largas transiciones democráticas: puede considerarse que 
duró hasta los primeros gobiernos democráticos (1975-2001). Precisamente 
durante este período de transición se veri�ca la creación del Partido de los 
Trabajadores (PT), en el cinturón industrial de São Paulo, en 1979.

El proceso de transición a la democracia incluyó una amnistía, “amplia, 
general y sin restricciones” –con�rmada en abril de 2010 por una deci-
sión con amplia mayoría del Supremo Tribunal Federal (STF)–, y produjo 
como hito fundacional la Constitución promulgada en 1988. Desde el 
punto de vista que nos interesa, la relación en el ámbito provincial y muni-
cipal de diferentes formas de violencia con las elecciones, la Constitución 
de 1988 puede ser considerada favorable para los intereses de gobernadores 
e intendentes. Lograron mayor participación en los recursos federales, y un 
mayor protagonismo en el juego político. 

Sin embargo, como consecuencia de la transición democrática y de la 
operación de las nuevas reglas constitucionales, la participación política y 
el clientelismo se desarrollaron paralelamente con mucha intensidad en 
los estados y a nivel federal, impulsados por políticas populistas, tanto de 
izquierda como de derecha, favoreciendo la fragmentación política. Las 
instituciones no han conseguido corregir las de�cientes formas de repre-
sentación, para más allá de la creciente participación política y de la expan-
sión de la ciudadanía.

Para agravar el cuadro, Brasil siempre registró una debilidad crónica del 
sistema de partidos, característica que fue aumentada por las determinaciones 
de la Constitución de 1988 (CRFB); entre ellas estaba la posibilidad abierta a 
los políticos de cambiar de partido con escasas restricciones, prácticamente a 
voluntad. Para un gran número de políticos, la pertenencia a un partido está 
determinada por un cálculo de bene�cios relacionados con un patrimonia-
lismo muchas veces impúdico, que no encuentra límites en las resoluciones 
formalistas de las comisiones de Ética parlamentarias, claramente tomadas 
“pour la gallerie” (Eisenstadt y Roniger, 1984; �e Economist, 2008, 2009). 
Como existe una gran di�cultad por parte de los electores de asociar políticos 
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a siglas partidarias, esto exacerba el personalismo y, en algunos casos, hasta la 
propia sigla partidaria puede ser ignorada. Como cabría esperar, todos estos 
síntomas favorecen una fragmentación creciente en el sistema político.

Las últimas décadas mani�estan un marcado aumento de la comple-
jidad del Estado brasileño, pero manteniendo sus características de un 
Estado centralizado, centralizador y al mismo tiempo in�uenciado por 
políticas descentralizadoras y hasta fragmentarias, que también pueden 
ser observadas desde el punto de vista de los intereses particulares de los 
políticos que los implementan. Esta fragmentación lleva a la confusión de 
atribuciones entre los poderes, que puede ser vista tanto como una con-
secuencia natural de la pérdida por parte del sistema político de la ca-
pacidad de debatir e implementar decisiones vinculantes (ver Luhmann 
1993), como un resultado de una estrategia de parte del ejecutivo para 
aumentar su autonomía en relación con los demás poderes. De esta forma, 
se ha observado un número creciente de “medidas provisorias” (decretos 
de necesidad y urgencia) por parte del Ejecutivo, al mismo tiempo que se 
mani�esta un creciente “activismo jurídico” por parte del poder Judicial 
que, utilizando una interpretación amplia de la función hermenéutica de la 
Constitución, avanza sobre las prerrogativas constitucionales del Ejecutivo 
y, sobre todo, del poder Legislativo.

Brasil ha sido y continúa siendo un país de fuerte tradición, iniciativa y 
hegemonía presidencial. Un indicador de este desequilibrio entre los pode-
res es el número de medidas provisorias (MPs)12 editadas por el Ejecutivo. 
Entre 2006 y el �nal de 2009, la Presidencia editó 204 MPs. Durante su 
mandato, el presidente Lula editó 388 MPs, todo un récord. Esta práctica 
desgasta las relaciones con los demás poderes, pero el poder de reacción 
que estos pueden ejercer es limitado. Hasta el momento, el Parlamento 
no ha sabido/conseguido colocarse a la altura del Ejecutivo, aun cuando 
la Constitución de 1988 le deparó una situación favorable. Las mayorías 
en Brasil (y no apenas las minorías, como las personas con algún tipo de 
de�ciencia y los homosexuales) sufren con poca representatividad en el 
Congreso. Los números del Tribunal Superior Electoral (TSE) demuestran 

12  La MP es un acto de uso exclusivo del presidente de la República y solamente podría ser usada 
en casos de necesidad y urgencia.
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que, aunque algunos de esos grupos en las últimas elecciones han logrado 
elegir representantes, aun así, continúan en minoría, tanto en la Cámara 
como en el Senado Federal. De los 513 diputados federales, 46 son muje-
res (8,96%), y 43 son negros o pardos (8,38%). En el Senado Federal, de 
los 81 senadores, ocho son mujeres (9,87%) y dos son negros (2,46%).13  
Cifras como éstas refuerzan la idea de un sistema político fracasado, que 
permite de hecho apenas una democracia de�ciente e insu�ciente.

Además, otra cuestión importante es la reciente evolución de la con-
�anza en las instituciones durante el período democrático reciente. 

Interés personal, corrupción, patrimonialismo, clientelismo y poca o 
ninguna accountability han colocado al sistema político entre las institu-
ciones más fragmentadas, menos e�cientes y menos con�ables del país. La 
Tabla 1 muestra la evolución del Índice de Con�anza Social – ICS– para 
diferentes instituciones entre 2009 y 2016. La primera constatación es que 
los brasileños están perdiendo con�anza durante el período considerado 
en todas las instituciones.14 Las encuestas son coincidentes en el sentido de 
mostrar que la con�anza de los brasileños en los partidos y en los políticos 
es extremadamente baja: en julio de 2016 los partidos políticos en una esca-
la de 0 a 100 apenas alcanzaban 18 puntos, y el Congreso Nacional, escuáli-
dos 22. Pero también la Presidencia de la República, especialmente después 
de las manifestaciones de 2013, y el Gobierno Federal y el sistema electoral 
muestran fuertes caídas en el índice.  Las iglesias, con 67,  y las Fuerzas 
Armadas, con 65, estaban entre las instituciones más dignas de con�anza, 
aunque lejos de los bomberos (83 puntos). La Policía Federal, incluida por 
primera vez en la encuesta, pero no en el cálculo del ICS, alcanza 66 puntos, 
probablemente a consecuencia de su actuación reciente en la Operación 

13  http://jornalismo.iesb.br/2016/06/12/minorias-sofrem-com-pouca-representatividade-con-
gresso/ (Consulta: 24/07/2017).

14  La única excepción es la “Policía”, que se mantiene estable en el intervalo, lo que probable-
mente se debe a que las Policías Militares y Civiles eran evaluadas en conjunto con la Policía Federal. 
En 2016, la encuesta de IBOPE Inteligencia también preguntó a los entrevistados su grado de con�an-
za en dos nuevas instituciones, Policía Federal y Fiscalía Federal, sin incluirlas en el cálculo del ICS. La 
Policía Federal alcanza un índice de con�anza de 66, lo que la colocaría en tercer lugar en el ranking de 
las instituciones en que el brasileño más confía. La Fiscalía ocuparía la octava posición, con 54 puntos, 
por delante del Poder Judicial, que obtiene 46 puntos.
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Lava Jato de combate a la corrupción.15  De un modo similar, la Fiscalía 
de Estado (Ministerio Público Federal, MPF) alcanza 54, mientras que el 
poder Judicial considerado en forma amplia llega apenas a 46 puntos. 

A pesar de sus de�ciencias, el 61% de los brasileños consideraba en 
enero de 2009 que la democracia es siempre mejor que una dictadura, 
contra un 19% que opinaba que es indiferente que el Gobierno sea una 
democracia o una dictadura, y 11% que opinaba que una dictadura es 
mejor. Se trataba de una mani�esta mejora del concepto de la democracia 

15  La Operación Lava Jato fue desencadenada por la Policía Federal el 17 de marzo de 2014. 
Comenzó investigando un esquema de desvío de recursos públicos y lavado de dinero, a partir de lo 
cual se descubrió la existencia de una gigantesca red de corrupción que involucra a Petrobras, grandes 
constructoras y políticos. El nombre fue tomado de una gasolinera en Brasilia, que en el primer día de 
operación fue uno de los blancos de la PF.

Tabla 1. Confianza en las instituciones. Encuestas Ibope 2009-2016. 
Índice de confianza social

2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 Var. %

Presidente de la República 66 69 60 63 42 44 22 30 -54,55
Partidos políticos 31 33 28 29 25 30 17 18 -41,94

Gob. de la ciudad dónde vive 53 50 47 45 41 42 33 32 -39,62
Congreso Nacional 35 23 35 36 29 35 22 22 -37,14
Gobierno Federal 53 59 53 53 41 53 30 36 -32,08

Sistema público de salud 49 47 41 42 32 42 34 34 -30,61
Elecciones, sistema electoral 49 56 52 47 41 43 33 37 -24,49

Medios 71 67 65 62 56 54 59 57 -19,72
Bancos 61 58 57 56 48 50 49 50 -18,03

Or. Soc. Civil 61 61 59 57 49 51 53 52 -14,75
Sindicatos 46 44 44 44 37 43 41 40 -13,04

Iglesias 76 73 72 71 66 66 71 67 -11,84
Poder judicial 52 53 49 53 46 48 46 46 -11,54

Empresas 61 60 59 57 51 53 53 55 -9,84

Escuelas públicas 62 60 55 55 47 56 57 56 -9,68
Fuerzas Armadas 71 69 72 71 64 62 63 65 -8,45

Bomberos 88 85 86 83 77 73 81 83 -5,68
Policía 52 52 55 54 48 48 50 52 0.00

Fuente: Ibope. Ibope Inteligência. Opinião pública. Índice de con�ança social 2016 – ICS.* Elaboración del autor.
http://177.47.5.246/noticias-e-pesquisas/con�anca-da-populacao-nos-brasileiros-em-geral-e-a-menor-desde-2009/ 
(Consulta: 24/07/2017)  
* Margen de error: dos puntos porcentuales, para más o para menos, considerando un intervalo de con�anza del 95%. 
Período: 14/07/2016 a 18/07/2016. Local: Brasil. Muestra: se realizaron 2 002 entrevistas con la población de 16 años 
o más en 142 municipios brasileños. 
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entre la población. En el año 2000, estos índices eran de 47%, 29% y 
18%, respectivamente.16

Sin embargo, según las encuestas de la Organización Latinobarómetro, 
hubo caídas bruscas en América Latina en el apoyo a la democracia entre 2015 
y 2016, la mayor de todas ellas en Brasil, donde cae 22 puntos porcentuales 
(54 para 32). En el caso de Brasil esta caída está asociada a una crisis política, 
económica y social de gran envergadura, y al creciente escepticismo de la po-
blación sobre la posibilidad de cambios que signi�quen una efectiva mejora, 
ya que el espectro político apenas ofrece “más de lo mismo”. También, según 
esta encuesta, hay un recrudecimiento del autoritarismo a costa de la demo-
cracia: en Brasil, 55% de los entrevistados se declararon de acuerdo con la frase 
“No me importa un gobierno no democrático si resuelve los problemas”. 

El sistema político brasileño se caracteriza, no solamente en lo que res-
pecta a senadores y diputados, por una elevada corrupción asociada a una 
gran impunidad, casi total, podemos considerar, hasta la Operación Lava 
Jato. Pero esta es apenas una parte de la corrupción, que alcanza todos 
los subsistemas sociales: económico, judicial, religioso, cultural, etc. La 
corrupción forma parte del cotidiano y se explica en parte por el funcio-
namiento de una red de transacciones colusivas17 que tienen un importante 
efecto estabilizante en el sistema (Dellasoppa 2000, 2003). A partir del año 
2005 comienzan los casos de corrupción en el poder legislativo asociados al 
Partido dos Trabalhadores, el llamado “Mensalão del PT”18 y otros seme-

16  “Diretas-já / 25 anos depois. Apoio ao voto obrigatório e à democracia é recorde.” Folha de São 
Paulo, 25 de enero de 2009. Disponible en: http://www1.folha.uol.com.br/fsp/brasil/fc2501200902.
htm  (Consulta: 20 de junio de 2010).

17  Colusión: del latín collusio, -ōnis. Pacto ilícito en daño de tercero.
18  El mensalão es el nombre del principal escándalo que golpeó al gobierno del presidente Luiz 

Inacio Lula da Silva en 2005, durante el primer mandato, y que consistía en un esquema de pago de 
propina a diputados y senadores para que votaran a favor de los proyectos del gobierno. El ex jefe de 
la Casa Civil José Dirceu fué señalado como coordinador del esquema. Una semana después de que 
el caso estalló, Dirceu, que era considerado el hombre fuerte de Lula, pidió salir de la Casa Civil y 
fue sustituido por la después presidenta Dilma Rousse�. El 12 de agosto, el presidente Lula hizo un 
pronunciamiento por televisión en la que se decía “traicionado” y a�rmó que el “PT tiene que pedir 
disculpas”, pero no citó nombres. En 2006, la Procuraduría General de la República presentó al STF 
-Supremo Tribunal Federal- denuncia contra 40 personas supuestamente involucradas con la compra y 
venta de votos para favorecer al gobierno. Al año siguiente el STF convirtió el proceso en acción penal 
y los acusados pasaron a responder como reos. 

El relator del caso en el STF fue el ministro Joaquim Barbosa. El 2 de agosto de 2012 comienza el 
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jantes, un gran escándalo de compra de votos para el Gobierno, en el que 
ningún partido estuvo exento.  Sin embargo, debe notarse la resiliencia19 
de la impunidad como una propiedad especí�ca en el caso brasileño, así 
como la arrogancia –o ironía– con que determinadas �guras exhiben su 
impunidad frente a la opinión pública.20 Esta arrogancia no está privada de 
fundamento, ya que las encuestas indican que las denuncias de corrupción 
afectan muy poco la tasa de reelección de los políticos, cayendo del 67% 
al 62,5%.21 Y lo que valía en 2009 continúa siendo verdadero en 2017. 

juicio en el STF. El 17 de diciembre de 2012, tras siete meses de tramitación y cuatro meses y medio 
de debates, el STF concluye el juicio del Mensalão. El juicio con�rmó las principales tesis de la Fiscalía 
General de la República: dinero público desviado y préstamos fraudulentos irrigaron un esquema 
de compra de votos en la Cámara de Diputados entre 2003 y 2005, durante el primer mandato del 
ex presidente Luiz Inacio Lula da Silva. Además del “Mensalão del PT” hubo también el Mensalão 
del PSDB. Revelado durante la CPI de Correos, en 2005, sólo en 2009 la denuncia fue recibida. 
Sin embargo, en una situación opuesta al caso bautizado como “Mensalão del PT”, el Mensalão del 
PSDB se convirtió en un símbolo de la morosidad judicial. Lo que todo indica, los políticos del PSDB 
involucrados en casos de corrupción, continuarán contando siempre con una “ayuda”, para continuar 
impunes, y la sospecha mientras esa situación perdure incidirá sobre el propio Poder Judicial.

Previamente, otros casos de corrupción estuvieron asociados a la compra de votos para la ree-
lección de Fernando Henrique Cardoso, en 1997, y al denominado “esquema PC Farias”, principal 
causa del impeachment del presidente Fernando Collor de Mello, relacionado con denuncias que 
ligaron directamente al presidente a delitos practicados por PC Farias en la captación de dinero para 
la campaña presidencial.  

19  La resiliencia (o resilencia) es la capacidad que tiene una persona o un grupo de recuperarse 
frente a la adversidad para seguir proyectando el futuro, y está vinculada a la autoestima, otra capacidad.

20  “Diputado que “se importa un bledo”, festeja absolución e ironiza a los medios” (Folha de 
São Paulo, 16 de julio de 2009). “El Consejo de Ética de la Cámara de Diputados archivó ayer el 
proceso contra el diputado Edmar Moreira (sin partido-MG), conocido por ser el dueño de un castillo 
(“medieval kitsch”) en Minas (Geraes). (Había sido procesado por desvío de dinero público para uso 
privado) (...) La decisión fue conmemorada por el diputado Sérgio Moraes (PTB-RS), primer relator 
del caso, que fue desvinculado del cargo después de defender a Edmar y atacar a los medios de comuni-
cación: “Me importa un bledo la opinión pública. Hasta porque parte de ella no cree en lo que ustedes 
(periodistas) escriben. Ustedes nos pegan, pero nosotros nos reelegimos.” Ayer, Moraes a�rmó que 
salió ganando con las críticas de los medios a sus declaraciones: “Esa polémica me dio muchos puntos. 
Nunca recibí tantas invitaciones en mi vida, gané espacio.”

21  Corrupción afecta poco la tasa de reelección. En ciudades donde la Contraloría General de la 
Unión -CGU- vio irregularidades desde el 2005, reelección fue de 62,5% el año pasado; la tasa media 
nacional fue de 67%. Auditores se re�eren a desvíos, direccionamiento de licitaciones y notas �scales 
“frías”; en 22 casos, servidores recibían la Bolsa Familiar ilegalmente. (Folha de Sao Paulo, 12 de enero 
de 2009).”Un tercio de la bancada de Río en la Cámara Federal tiene procesos abiertos”. El Secretario 
ejecutivo de la ONG Transparencia Brasil, que tiene disponible en su página web diversas publicacio-
nes, servicios, herramientas y bancos de datos para monitorear la corrupción política del país, Claudio 
Abramo a�rma que el resultado re�eja el grado de deterioro de la vida política brasilera. Se dice además 
que los culpables de esta situación serían los partidos políticos.
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Actualmente está tramitando e debe ser votada una denuncia penal contra 
el Presidente Temer. Difícilmente será aprobada, ya que muchos que lo 
juzgarán también son reos en otras acciones penales. El diputado Bonifacio 
de Andrada, del Partido da Social Democracia Brasileira –PSDB-, a�rma 
que “(…) La Cámara de Diputados es la representación del pueblo, los 
diputados no son santos porque el pueblo tampoco lo es”. Apoya el archi-
vamiento de la denuncia contra Temer y no tiene miedo de perder votos en 
2018: “Si la economía mejora, la gente se olvida”, a�rma con convicción. 
“El elector tiene memoria muy débil, de aquí a un año, ya ha olvidado”.22

En medio de las perturbaciones del cuadro político causadas por las de-
nuncias de corrupción, en 2010 fue aprobado en la Cámara de Diputados 
y en el Senado el Proyecto Ficha Limpia,23 que di�culta las candidaturas 
para políticos condenados por colectivos. A pesar de las resistencias previsi-
bles de los políticos, que lo consideraban “un proyecto de la sociedad y no 
del Gobierno”,24 la in�uencia de la proximidad de las elecciones generales 
de ese año provocó que fuera aprobada por unanimidad.

Para algunos autores, las principales cuestiones para el futuro del siste-
ma electoral brasileño son el �nanciamiento de las campañas y la falta de 
transparencia (Nicolau 2008) en las cuentas (conocida y asumida como la 
“caja dos”). “El principal desafío que afecta la democracia en el futuro es el 
control de los gastos, el papel del dinero en la política”, sostiene Nicolau. 
Casi todos los grandes escándalos que han afectado al sistema político han 
tenido relación con el �nanciamiento de las campañas, o con el uso patri-
monial indiscriminado e impune de recursos públicos.

22  Vozes de la experiência. Folha de São Paulo. http://www1.folha.uol.com.br/colunas/bernar-
domellofranco/2017/07/1905018-vozes-da-experiencia.shtml  28/07/2017. (Consulta: 22/06/2017).

23  La Campaña Ficha Limpia (Iniciativa Popular) fue lanzada en abril de 2008 con el objetivo de 
mejorar el per�l dos candidatos y candidatas a cargos electivos. Fue elaborado un Proyecto de Ley de 
iniciativa popular sobre la vida previa de los candidatos, que pretendía tornar más rígidos los criterios 
de inelegibilidades. Ver Movimento de Combate à Corrupção Eleitoral (MCCE) (2010). Disponible 
en: http://mcce.org.br/

24  La situación provocó muchas contradicciones. El presidente del Senado, José Sarney, debió 
desmentir como “posición personal” la a�rmación del senador gubernista Romero Jucá de que el pro-
yecto no interesaba al Gobierno. (Folha de São Paulo Online, 13 de mayo de 2010, 15h18. “Sarney dijo 
que la evaluación de Jucá en “borrón y cuenta nueva” es personal, no del gobierno”).
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Como consecuencia de esta compleja evolución política, el Gobierno Fe-
deral, los gobiernos de los estados y de los municipios se han convertido en 
un lugar de presentación de demandas por parte de los diferentes sectores de 
la población, y de articulación y ejecución de políticas (con características 
patrimoniales, clientelistas y populistas, en diversas proporciones) por parte 
de los grupos que controlan el acceso a los recursos políticos. De esta for-
ma, los gobernadores ejercen una enorme in�uencia sobre quién puede ser 
elegido y las alianzas que podrían ser concretadas, y en la generalidad de los 
casos darán prioridad a aquellos grupos políticos que permitan una políti-
ca populista y clientelista más e�ciente, en el sentido de obtener resultados 
cuantitativos en elecciones. Si bien los ciudadanos y ciudadanas en busca de 
recursos podrán obtener ocasionalmente algunos bene�cios, la casi totalidad 
de los recursos y bene�cios será canalizada para aquellos grupos políticos y 
económicos que fortalezcan la posición del gobernante de turno. No tanto 
de su partido ocasional, ya que, como otra consecuencia de la debilidad par-
tidaria en Brasil, la pertenencia a un determinado partido político dependerá 
estrictamente de un cálculo político especí�co para cada coyuntura. No es 
de extrañar, por lo tanto, que los políticos en Brasil desarrollen una altísima 
movilidad partidaria. (Kesselman y otros 2009; Dellasoppa 2006).

Este tema está relacionado con la compleja cuestión de la con�anza en 
las instituciones y la emergencia del populismo, que ha tomado importancia 
creciente en el debate, tanto latinoamericano como europeo. Brasil no es una 
excepción, y, aunque no es este el lugar para un análisis en profundidad del 
tema, citamos una observación que se aplica a la situación actual de Brasil:

(…), con respecto a los políticos populistas y los partidos políticos popu-
listas, una visión cínica de la política y de las instituciones políticas tenderá 
a producir individuos que apoyen lo que llamamos ‘empresarios políticos’, 
mientras que una verdadera descon�anza en las instituciones se traducirá 
en apoyo a un populismo más tradicional de la derecha radical (Fieschi y 
Heywood 2004, 14).

Basta observar políticos como João Doria e Jair Bolsonaro para encontrar 
ejemplos actuales de estas consideraciones. 



181

Las complejas relaciones entre elecciones y seguridad

Desafíos de la complejidad y limitaciones del Estado

Para contextualizar las relaciones de las elecciones con la violencia debemos 
realizar brevemente algunas consideraciones sobre la situación actual del 
Estado y su capacidad de control sobre la sociedad a través de las institucio-
nes gubernamentales. Desde el concepto de ingobernabilidad acuñado en 
la década de los años setenta, pasando por los modelos neocorporativistas 
del capitalismo del último cuarto del siglo XX, asociados a la emergencia 
de nuevos movimientos sociales,25 se llega a un creciente “desencantamien-
to del Estado”, donde se cuestiona la racionalidad burocrática del Estado 
como institución moderna de dominación y control (von Beyme 1994, 
135). Se veri�ca actualmente una marcada disminución de la capacidad 
del Estado para regular la complejidad social, sea por debilidad/desborde 
o por corporativismo desmedido.26 Estaríamos asistiendo a un caso de au-
mento de la racionalidad auto centrada de los subsistemas y de la irracio-
nalidad del todo: macro control descentralizado, coordinación mínima. Se 
veri�ca también un creciente protagonismo del sistema económico en re-
lación con el político: hasta en los escasos remanecientes del pensamiento 
marxista se acepta esta situación como un hecho consumado y sin retorno 
(Oliveira 2005, 2009). Esta situación in�uencia fuertemente las estrategias 
partidarias: se mani�esta como un intenso pragmatismo en las prácticas 

25  Ver Melucci (2001) para un análisis de los problemas contemporáneos de las relaciones entre 
los movimientos sociales y el Estado.

26  Otra forma de entender estos cambios es mediante la utilización del concepto de gobernanza. 
Aquí la estructuración jerárquica de la gobernabilidad desaparece para dar lugar a la participación de 
los más variados grupos de la “sociedad civil organizada” (Ver Mayntz 2003). “Gobernanza (governan-
ce) es una palabra y un concepto que se ha vuelto últimamente muy popular. Durante mucho tiempo, 
la palabra `gobernanza´ signi�có simplemente `gobernar´, y esto referido al aspecto del proceso de go-
bierno. Sin embargo, en la actualidad el término se utiliza, sobre todo, para indicar un nuevo modo de 
gobernar. Tengo que llamar a este nuevo modo de gobernar `gobernanza moderna´. Gobernanza mo-
derna signi�ca una forma de gobernar más cooperativa, diferente del antiguo modelo jerárquico, en el 
que las autoridades estatales ejercían un poder soberano sobre los grupos y ciudadanos que constituían 
la sociedad civil. (Mayntz 1998). En la gobernanza moderna, las instituciones estatales y no estatales, 
los actores públicos y privados, participan y a menudo cooperan en la formulación y la aplicación de 
políticas públicas. La estructura de la gobernanza moderna no se caracteriza por la jerarquía, sino por 
actores corporativos autónomos (es decir, organizaciones formales) y por redes entre organizaciones 
(Rhodes 1997, 53)” (Mayntz 2003, trabajo presentado en la Summer Academy on IPP: Wuerzburg, 
7 de septiembre). Sobre este tema, ver también Frey, y Czajkowski Jr. (2008), e Mayntz (1998, 2001).
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políticas. El caso del Partido de los Trabajadores en Brasil, y de su principal 
�gura política, Luiz Ignácio Lula da Silva, es un ejemplo muy claro de esta 
tendencia.27

Para precisar un poco más, no es que hayan desaparecido completa-
mente las posibilidades de control del Estado 28. Además de la adaptación 
a la corrosiva in�uencia del principio de subsidiariedad,29 que se mani-
�esta tanto desde el neo conservadorismo como desde la práctica de las 
organizaciones no gubernamentales (ONG), el Estado ha desarrollado es-
trategias de delegación (que asumen diferentes formas y, en el ámbito de 
la seguridad pública, aparecen como privatización de la seguridad) y de 
descentralización (diversas iniciativas en el ámbito de la seguridad pública, 
incluyendo el Plan Nacional de Seguridad Pública -PNSP-, el Programa 
Nacional de Seguridad con Ciudadanía -Pronasci-, entre otros) (Brasil, 
2009a, 2009b). Como era de esperar, estos planes y programas se sumaron 
a una larga lista de fracasos. 

En este panorama, el sistema político aparece continuamente enfrenta-
do a expectativas desmesuradas: se desborda a sí mismo, en la perspectiva 
de compromiso de las diferentes facciones que buscan acumular poder.30 
Al mismo tiempo, conviven la colusión como forma de estabilización del 
sistema y el incrementalismo (muddling through) como metodología de im-
plementación de propuestas frente al fracaso de la optimización sinóptica.

27  “Chico de Oliveira. La llegada al poder es una especie de desastre, expone la fractura, no es 
el momento de la transformación. La fractura ocurrió en 2002, con la Carta ao Povo Brasileiro, y a 
los dos años y medio de Gobierno. Allí, los problemas creados por la organización burocrática del PT 
quedaron a la vista. El PT es una formidable máquina burocrática. De concejal para arriba, cada uno 
tiene un cuerpo de asesores. Eso ya forma una masa de intereses económicos. No se trata de ideología, 
no, es interés económico, es empleo. El PT emplea a una masa formidable de gente, y eso pasa a in�uir 
en el partido” (Oliveira 2005) (Destaque EED).

28  Para una interpretación divergente, ver Garland (2002).
29  Principio de subsidiariedad: criterio que pretende limitar la acción del Estado a lo que la 

sociedad civil no puede alcanzar por sí misma.
30  “En tales circunstancias, la existencia de “grupos de colusión” se justi�ca funcionalmente 

porque pueden mediar y viabilizar transacciones entre diferentes sectores a costos –para los sectores, 
no para la sociedad– mucho menores, lo que implica, para los grupos que consiguen implementarlas, 
grandes ventajas comparativas. Como formas de mediación y control, estos grupos dependen fuerte-
mente del grado de socialización, que es importante en estructuras clientelistas y patrimonialistas, y 
hacer posible conciliar objetivos incongruentes y tolerar un grado alto de ambigüedad en la evaluación 
de conductas y resultados” (Dellasoppa 2000). 
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Estado, violencia, seguridad pública y elecciones 

Habiendo delimitado aproximadamente el contexto, podemos realizar un 
primer análisis de la relación de la violencia e inseguridad urbanas con las 
elecciones como institución y con las estrategias electorales aplicadas por 
los partidos políticos en ese cuadro de fragmentación, corporativismo, co-
rrupción, colusión, patrimonialismo y clientelismo.

De una forma general, el aumento de la violencia en las últimas déca-
das, y de la inseguridad personal, ha sensibilizado a los brasileños y bra-
sileñas para los discursos de políticos que prometen mano dura contra el 
crimen, disminución de la edad de responsabilidad penal y otras medidas 
de esta índole. Un ejemplo destacado de esta situación fue el denominado 
“Plebiscito sobre el desarme”, realizado el 23 de octubre de 2005, en el que 
participaron más de 95 millones de brasileños, y que se considera terminó 
con una signi�cativa derrota para los sectores alineados con la defensa de 
los derechos humanos. La pregunta que se sometía a plebiscito fue: “¿El 
comercio de armas de fuego y municiones debe ser prohibido en Brasil?” 
Si bien al principio de la campaña las encuestas de opinión indicaban un 
triunfo de la propuesta por la prohibición, el resultado �nal, en que 64% 
de la población rechazó la propuesta, puede ser entendido como una medi-
da del estado de ánimo general de la población en relación con la inseguri-
dad y la criminalidad. Sin embargo, la población también reconoce que las 
policías son parte del problema (Dellasoppa 2009a, 2009b, 2008, 2006, 
2002a, 2002b), lo que podría ser caracterizado como parte del proceso de 
“desencantamiento del Estado”.  

En nuestro análisis adoptamos un punto de vista que tiene como refe-
rencia un institucionalismo centrado en los actores, combinando hipótesis 
adoptadas por el institucionalismo y la teoría de la elección racional. De 
acuerdo con este abordaje, consideramos que las elecciones son institucio-
nes, “concebidas como estructuras de regulación que proveen oportunida-
des y colocan restricciones para actores racionales que procuran maximizar 
sus preferencias” (Börzel 1998,  263). Todavía, según este marco teórico, 
una función importante de las instituciones sería superar problemas de 
constitución de acción colectiva limitando los comportamientos egoístas y 
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oportunistas, lo que puede considerarse como de muy limitada materiali-
zación en el caso que estamos analizando, pero objeto de una construcción 
institucional que debe ser visualizada como permanente e inacabada. Ade-
más, debemos observar nuestros datos teniendo también como referencia 
el concepto de redes (networks), que consideraremos:

(…) instituciones informales –no organizadas formalmente–, recíprocas 
(no jerarquizadas), relaciones y formas de relaciones relativamente perma-
nentes entre actores que actúan para obtener ganancias en común, (…) y 
se fundan en reglas consensuales para la obtención de resultados (Börzel 
1998, 263).31 

Podemos observar que estas redes, que en el caso de Brasil tienen caracte-
rísticas de relaciones colusivas (ver Dellasoppa 2000), son extremadamente 
efectivas para reducir los costos de información necesaria y de las transaccio-
nes resultantes, y desarrollan tradiciones y reglas comunes basadas en la con-
�anza mutua veri�cada por comportamientos pasados – que no tienen nada 
que ver con la legalidad, apenas con la racionalidad de la maximización de 
ganancias– que desarrollan a lo largo de los años la con�anza mutua entre los 
actores políticos, disminuyendo la incertidumbre y el riesgo de defecciones.

Estas redes, con las características descritas, se muestran muy e�caces 
en la creación de marcos institucionales de coordinación horizontal entre 
actores públicos y privados. Un claro ejemplo en este caso se comentará 
más adelante, y se re�ere al desarrollo de carreras políticas por parte de 
funcionarios que se inician en el área de la seguridad pública, fundamen-
talmente de la Policía Civil, o cargos de con�anza en el área de la Secretaría 
de Seguridad Pública.

31  Debe tenerse en cuenta la importancia fundamental de las redes –en Brasil se acostumbra a 
describir su construcción como el “montaje de un esquema”– para la obtención de objetivos e intereses 
privados por parte de actores racionales que actúan para maximizarlos.
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Un tema importante en la agenda electoral

“El gobernador condena vehemente el crimen 
y cualquier tipo de desvíos de conducta”, concluye 

la nota de la asesoría de Cabral.32

El tema de la seguridad pública está cada vez más presente desde hace por 
lo menos una década en las agendas electorales de toda América Latina.33 
Desde Argentina a Venezuela, se veri�ca que los índices de violencia no 
han mejorado y, en varios casos, han empeorado. Con el 8% de la pobla-
ción mundial, América Latina concentra alrededor del 33% de los homici-
dios y la mitad de los secuestros mundiales. Según los números del Banco 
Interamericano de Desarrollo -BID-, en 2015 fueron asesinadas 135 mil 
personas en la región.34 No debe extrañar, por lo tanto, que esta situación 
se re�eje en las estrategias electorales, con los candidatos de centroderecha 
procurando capitalizar a su favor la situación. “La seguridad se hace”, fue 
el eslogan de un candidato en elecciones argentinas. En Brasil, uno de los 
potenciales candidatos a presidente en 2018 por el centro derecha, Jair 
Bolsonaro, cambió el foco de sus propuestas legislativas de los militares 
para seguridad pública, una de las más vulnerables del país y de mayor 
atractivo en las urnas.   

Estas acciones toman en cuenta dos factores importantes. Primero, que la 
población está colocando el tema de la seguridad pública al frente de sus pre-
ocupaciones, por encima incluso del empleo, hasta en países como Uruguay, 
que ostenta uno de los menores índices de violencia en América Latina. El 
otro factor es la desaprobación de la población con relación a la gestión del 

32   https://oglobo.globo.com/brasil/eleicoes-2010/na-tv-psol-exibe-elogios-de-cabral-ao-cara-
ter-de-alvaro-lins-condenado-por-corrupcao-4989680 

33  “La inseguridad presiona a los gobiernos latinos. Diferente de los indicadores sociales, la vio-
lencia empeora: con 8% de la población, América Latina tiene el 33% de los homicidios del mundo. 
De Argentina a Venezuela es desaprobado el desempeño en el área; la criminalidad es considerada el 
principal problema en esos países.” (Folha de São Paulo, 15 de noviembre de 2009, A21).

34  El País, Internacional. Buenos Aires 27 set 2016 – “América Latina registra 135.000 homi-
cidios en 2015. Reunión del BID en Buenos Aires sobre seguridad propone reformar las policías del 
continente. La violencia provoca un perjuicio anual de 120.000 millones de dólares en la región.” 
https://brasil.elpais.com/brasil/2016/09/26/internacional/1474909844_140495.html (Consulta: 
01/08/2017).
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Gobierno de turno en el área de seguridad pública. Considerando gobiernos 
recientes, se veri�ca que la política de seguridad del Gobierno de Cristina 
Kirchner en Argentina tenía una de las menores tasas de aprobación en todo 
el continente, a pesar de que Argentina mantiene uno de los menores índices 
de homicidios de la región. Según el Barómetro de las Américas tenía el apo-
yo de sólo el 32,3% de los argentinos. En relación con el caso que estamos 
analizando, se veri�caba que la gestión de Dilma Rousse� en Brasil estaba en 
niveles similares de aprobación, con 34,8 por ciento.35 

Frente a esta situación, la pregunta que podría sintetizar el objetivo de 
este trabajo sería: ¿cómo se relacionan el monopolio de la violencia legíti-
ma y el control territorial por parte del Estado, con las nuevas formas de 
gobernanza y con el ejercicio de la representación ciudadana en las eleccio-
nes realizadas en áreas urbanas con altos índices de violencia e inseguridad?

A continuación, debemos pensar en responder a esta pregunta en el 
contexto en que nos colocamos desde el principio, el caso de la municipa-
lidad de Río de Janeiro.

En este punto, conviene hacer un poco de memoria histórica. Cuan-
do el jurista Victor Nunes Leal publicó su famoso texto Coronelismo, 
enxada e voto (Nunes Leal 1948), el análisis de las condiciones de funcio-
namiento de la incipiente democracia representativa se realizaba en un 
Brasil rural: 65% de su población vivía en el campo. Como señalamos, a 
mediados de la década de los años setenta Brasil pasó a ser mayoritaria-
mente urbano, y actualmente su población urbana supera el 82%. En el 
estado de Río de Janeiro, esta proporción supera el 96%. Aquí también 
debemos tener en cuenta las condiciones de la gobernabilidad posible. 
En la década de los años cincuenta todavía era posible pensar un estado 
jerárquico en los moldes tradicionales del pensamiento moderno. En el 
presente, ese modelo se revela inadecuado, por lo que se debe recurrir a 
pensar la gobernanza en términos de un estado que al mismo tiempo que 
se debilita diversi�ca el estoque de sus posibilidades de control social, 
como señalamos anteriormente.

35  Ver Zechmeister, 2014, p. 84.
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La urbanización desordenada que caracterizó el proceso migratorio in-
terno en Brasil llevó a la constitución de espacios urbanos de crecimiento 
descontrolado y carente de servicios, las favelas o comunidades, como hoy 
se las conoce. En el caso del municipio de Río de Janeiro, se suma un factor 
de topografía especí�co, ya que las favelas crecieron en estrecha relación 
con el asfalto, o sea, con la sociedad de las clases medias y altas que com-
praban la mano de obra barata para servicios de los habitantes de favelas. 
Como no podía dejar de ser, una política clientelística –la famosa política 
de la canilla, que se prometía instalar pero que siempre se postergaba– se 
instauró en la década de los años sesenta y setenta, contando con la rela-
ción y aquiescencia del régimen militar.

Algunos de los actores que se observan en el cuadro político actual 
ya estaban presentes en aquel momento, sólo que con características muy 
diferentes. Los índices de criminalidad se encontraban todavía en niveles 
históricos, alrededor de cinco por cien mil para homicidios en los casos de 
las municipalidades de Río de Janeiro y São Paulo. La corrupción política 
y el fraude se mantenían según los patrones del Estado oligárquico-auto-
ritario, la delincuencia se concentraba alrededor del juego ilegal –jogo do 
bicho, desde siempre asociado a la corrupción policial y al control de escolas 
de samba– y los homicidios eran casi sin excepción, pasionales. También a 
�nales de la década de los años setenta se registró la organización de la pri-
mera milicia constituida por policías, en la favela de Rio das Pedras, zona 
oeste de Río de Janeiro. Sin embargo, estaba muy lejos de tener las carac-
terísticas de las actuales, y se destinaba fundamentalmente a la seguridad 
local sin mayores rami�caciones ni publicidad.

La situación se modi�có substancialmente en la década de los años 
noventa. Primero, con la diseminación del trá�co de drogas. Segundo, con 
el contrabando de armas y la adopción de armamento cada vez más pesado 
por parte del trá�co. Al mismo tiempo, se observó un creciente desarrollo 
y diversi�cación económica del trá�co, en su búsqueda de recursos. 

Sin poder entrar en una crónica detallada de los cambios ocurridos, po-
demos señalar que apenas recientemente (después de 2005), la cuestión del 
control sobre áreas cada vez más numerosas por parte del trá�co de drogas 
y de las milicias de policías civiles, militares, bomberos y funcionarios de 
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los presidios, entra de�nitivamente en la agenda de la seguridad pública y 
con creciente prioridad.36 En este momento también se hace evidente la di-
seminación del problema a otros sistemas: hay una estrategia de desarrollo 
que involucra poder militar, económico y político que es compartida tanto 
por el trá�co como por parte de las milicias, y por sectores vinculados al 
juego ilegal y a la corrupción policial. También se mani�esta un creciente 
con�icto de intereses entre estos sectores, lo que se traduce en un número 
creciente de asesinatos de políticos: en la Baixada Fluminense, la periferia 
violenta de Río de Janeiro, 14 políticos o candidatos fueron asesinados 
desde 2015, con la habitual bajísima tasa de resolución de los crímenes.37

Resumiendo brevemente las características del control ejercido sobre di-
ferentes áreas por parte del trá�co de drogas y por las milicias –que, según 
el informe sobre milicias de la Asamblea Legislativa de Río de Janeiro, llega-
ron a controlar, en septiembre de 2008, 170 de las 513 favelas o�cialmente 
registradas del municipio de Río de Janeiro38– se observa que tanto el trá�co 
como las milicias controlan en sus áreas la venta de garrafas de gas, mate-
rial de construcción, conexiones ilegales de televisión a cabo, autorizacio-
nes para circular combis, vans de transporte alternativo, moto-taxis, y hasta 
llegan a cobrar un impuesto sobre la transferencia de inmuebles del 20% 
en algunos casos. Esta situación se entrelaza con articulaciones con el jue-
go ilegal para la explotación de máquinas tragamonedas y bingos ilegales, 
lo que frecuentemente provoca con�icto de intereses y guerras particulares 
con los controladores del juego ilegal (“bicheiros”) que también continúan 
explotando las actividades relacionadas con escolas de samba y carnaval.

Tanto el juego ilegal, el trá�co de drogas y las milicias desarrollaron 
desde hace más de una década una creciente articulación con el sistema 
político, como resultado natural de estrategias de acumulación de poder 
e impunidad. Se veri�có, cada vez con más frecuencia, la elección de con-
cejales y diputados provinciales vinculados con diferentes familias que 

36  Para un análisis detallado del proceso de formación y características de las milicias en el estado 
de Río de Janeiro, ver Dellasoppa 2009b.

37  Folha de São Paulo. Eleições 2016. Na Baixada Fluminense, 14 candidatos e políticos foram 
mortos desde 2015. http://www1.folha.uol.com.br/poder/eleicoes-2016/2016/09/1810543-na-baixa-
da-�uminense-14-candidatos-e-politicos-foram-mortos-desde-2015.shtml (Consulta: 29/07/2017).

38  La Región Metropolitana de Río de Janeiro cuenta con más de 1 000 favelas.
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controlan el juego ilegal en diferentes municipios. Este procedimiento fue 
seguido por las milicias y los tra�cantes de drogas, también por sectores 
corruptos de la Policía, fundamentalmente de la Policía Civil, que registró 
la casación en 2010 del mandato de diputado provincial de un exjefe de 
la institución, comisario Álvaro Lins, por diversos cargos de corrupción y 
crímenes asociados, como formación de bando armado y venta de protec-
ción para grupos que explotaban el juego ilegal.39 Este caso es interesante 
porque muestra la metodología de construcción de carreras políticas como 
salida impune de crímenes en la administración de la seguridad pública, 
además de exponer las redes de colusión que sostienen el funcionamiento 
de los esquemas de corrupción. Corresponde señalar que el gobernador del 
estado de Río de Janeiro en 2010, Sérgio Cabral, realizó campaña electoral 
de apoyo a Lins, en 2006. “Tener, en la Asamblea Legislativa, un diputado 
con la inteligencia, con la vibración, la energía, el carácter de Álvaro Lins 
es fundamental para mí, como gobernador del Estado de Río de Janeiro” –
dice Cabral, en un vídeo en el que Álvaro Lins aparece en una reunión par-
tidaria.40  Lins fue acusado y condenado por formación de banda armada, 
corrupción activa y otras acusaciones, destituido de la Asamblea Legislativa 
del estado en 2008 y expulsado de la Policía Civil en 2009. Condenado a 
28 años de cárcel en la Justicia Federal por su complicidad con la ma�a de 
las máquinas tragamonedas, Lins apela de la decisión en libertad, y, como 
abogado, se dedica a defender colegas acusados de corrupción.

Ya el exgobernador Sérgio Cabral está preso desde noviembre de 2016, 
cuando fue de�agrada la Operación Calcuta41. La operación investiga críme-

39  “Preso, Álvaro Lins es exonerado por la Policía Civil de Río. Lins es acusado de lavado de di-
nero, formación de banda armada, facilitación de contrabando en proceso judicial federal y de ofrecer 
protección a envueltos con juego ilegal y máquinas tragamonedas” (Folha de São Paulo, 12 de marzo de 
2009). “El ex jefe de la Policía Civil de Río de Janeiro es destituido por la Legislatura. La Legislatura 
del estado de Río de Janeiro destituyó ayer, con el mínimo de votos necesarios, al diputado provincial 
Álvaro Lins (PMDB), ex jefe de la Policía Civil del Estado de Río de Janeiro. Lins es el tercer diputado 
destituido este año. Otros dos lo fueron por una supuesta fraude en la asignación para educación de la 
Legislatura” (Folha de São Paulo, 13 de agosto de 2008).

40  Na TV, PSOL exibe elogios de Cabral ao caráter de Álvaro Lins, condenado por corrup-
ção. Por Paulo Marqueiro. https://oglobo.globo.com/brasil/eleicoes-2010/na-tv-psol-exibe-elogios-
-de-cabral-ao-carater-de-alvaro-lins-condenado-por-corrupcao-4989680    02/09/2010 / actualizado 
23/05/2012 (Consulta: 30/07/2015).

41  “Cabral fue trasladado a la cárcel pública Petrolino Werling de Oliveira, conocida también 



190

Emilio Dellasoppa

nes de corrupción, lavado de dinero y asociación criminal en las obras de ur-
banización en la favela de Manguinhos (Programa de Aceleración del Creci-
miento -PAC- Favelas del Gobierno Dilma Rousse�), construcción del Arco 
Metropolitano y reforma del estadio Maracaná para la Copa de 2014. El juez 
Marcelo Bretas, de la 7ª Vara Federal Criminal de Rio de Janeiro aceptó la 
undécima denuncia contra el ex gobernador Sérgio Cabral, reo en un nuevo 
proceso. El magistrado tomó por base la denuncia presentada por el Minis-
terio Público Federal (MPF), el 16 de junio de 2016. La Fuerza de Tareas 
de la Operación Lava Jato denunció a Cabral, su mujer, Adriana Ancelmo 
y dos operadores �nancieros por lavado de dinero. La Operación Calcuta 
(expandida posteriormente para Operación Descubridor) es el nombre dado 
a la operación policial brasileña desencadenada por la Policía Federal, el 17 
de noviembre de 2016, que representó la 37ª fase de la Operación Lava Jato. 
La condena del gobernador a los desvíos de conducta no incluía los propios.

Milicias, traficantes, control de áreas electorales 
y acciones del Estado

Las milicias y el trá�co de drogas se extienden para el sistema político par-
ticipando de elecciones adoptando el mismo modus operandi de los políti-
cos profesionales en las favelas o áreas más pobres del municipio: invierten 
en esquemas de asistencialismo y clientelismo, desarrollando programas 
de asistencia social en las favelas. Aquí se registra la participación habitual 
de las ONG, que son utilizadas para el desvío de recursos públicos. La 
complejidad de las relaciones entre grupos políticos, tra�cantes y milicia-
nos se muestra por ejemplo en el caso de la favela de la Rocinha, donde 
integrantes (o ex integrantes) del Movimiento de los Trabajadores Rurales 
sin Tierra -MST-42 dieron su apoyo al candidato del trá�co, Claudinho 

como Bangu 8. La unidad alberga presos con curso superior y es la misma donde estuvieron presos el 
ex jefe de Policía Civil Álvaro Lins y el banquero Salvatore Cacciola.” (Extra online, 17 de noviembre 
de 2016, disponible en: https://extra.globo.com/noticias/rio/sergio-cabral-ja-esta-preso-no-complexo-
de-gericino-na-zona-oeste-do-rio-20482206.html ) 

42  “Comisión Parlamentaria de Investigación de las Milicias: diputada del PPS a�rma existir 
acción política del MST en la (favela de la) Rocinha. Marina Maggessi a�rmó en sus declaraciones estar 
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da Academia, con frondoso prontuario y que acabó siendo elegido como 
concejal. Sin embargo, en enero de 2010 fue denunciado por el Ministe-
rio Público, acusado de coaccionar electores por medio de amenazas en 
la elección de 2008. El concejal negaba las acusaciones. La petición de 
investigación fue motivada por una reunión con cerca de cien residen-
tes y comerciantes locales en julio de 2008, en la que el líder del trá�co 
de drogas en la favela da Rocinha, Antonio Francisco Bon�m Lopes, (a) 
Nem, ordenó, con amenazas, que los presentes votaran en Claudinho y 
divulgaran su candidatura. En la favela el concejal obtuvo el 73% de los 
11 513 votos que le garantizaron el cargo en la Municipalidad. A causa de 
esta reunión, Claudinho de la Academia respondía por el crimen de coac-
ción de electores, previsto en el artículo 301 del Código Electoral y cuya 
pena es de hasta cuatro años de reclusión. La acción penal electoral fue 
instaurada en enero de 2010 por el Ministerio Público, pero no avanzó 
porque fue encontrado muerto en un baño en la mañana del 19/06/2010 
en circunstancias no aclaradas.

La reacción del Estado se intensi�có a partir de �nales de 2006. Se ad-
mitió abiertamente el problema de las milicias en el ámbito de la seguridad 
pública, que se sumó al del trá�co en el control de áreas del municipio. El 
entonces secretario de Seguridad Pública José Mariano Beltrame el 25 de 
febrero de 2007 explicó que “el trabajo en conjunto con las milicias es im-
posible”. Parece una verdad de Perogrullo, pero es importante destacar que 
la declaración ocurrió en respuesta a una propuesta pública de un grupo de 
milicianos, y que el intendente de Río de Janeiro, Cesar Maia, adoptó en 
ese momento una posición ambigua en relación con el tema.43

preocupada por una supuesta tentativa del Movimiento de los Trabajadores Rurales Sin Tierra (MST) 
de politizar a los tra�cantes de la Rocinha. Ella se refería a la ida a la favela del ex líder de los Sin Tierra 
José Rainha, que declaró su apoyo al candidato Claudinho da Academia (PSDC). Según Marina, hay 
otros veinte integrantes del MST actuando en la Rocinha. El MST a�rmó que la declaración de la 
diputada es “irresponsable y sin seriedad”. Dijo no tener vinculación con tra�cantes y que Rainha no 
integra más el movimiento” (Folha de São Paulo, 24 de septiembre de 2008). (Nota del autor: cabe 
señalar que el candidato apoyado (y electo) por los tra�cantes de la Rocinha, recientemente (2010) 
sufrió un ataque cardíaco y murió en el baño de su casa).

43  “El gobierno del estado de Río de Janeiro considera “imposible” cualquier tipo de colabora-
ción con milicias, como propuso el líder del grupo armado que controla el complejo de Palmeirinha, 
João Carlos. Según la asesoría de prensa del gobernador Sergio Cabral, su gobierno “es totalmente 
contrario a las milicias” y las considera criminales. El secretario de Seguridad (Beltrame) dijo que “no 
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La visibilidad de las áreas fuera del control del Estado se agudizó a �-
nales de junio de 2008, cuando un grupo de periodistas del diario O Dia 
fueron secuestrados y torturados por un grupo de tra�cantes. El problema 
asumió dimensiones nacionales, agudizadas por la inminencia de las elec-
ciones municipales de 2008. Frente a esta situación, el entonces ministro 
de Justicia, Tarso Genro, publicó un artículo op-ed en la Folha de São Paulo 
donde condenó la degradación cotidiana del Estado de Derecho y alertaba 
para el peligro de la “militarización de la política y la politización de la 
criminalidad”, lo que llevaría al Estado de Derecho a una profunda crisis.44

A partir de este momento comienza un limitado contragolpe del Es-
tado contra las milicias en el estado de Río de Janeiro. Se instauró una 
Comisión Parlamentaria de Investigaciones en la Asamblea Legislativa del 
Estado, que el 14 de noviembre de 2008 acusó a 150 personas –dipu-
tados, concejales, policías civiles y militares, bomberos– de pertenecer a 
estas organizaciones. Este número en febrero de 2009 ya había subido a 
225. En agosto de 2008, la Cámara Federal aprobó un proyecto de ley 
que considera crimen la formación de milicia. En septiembre de 2008 fue 
detenido un diputado provincial del PT. Evidentemente la proximidad de 
las elecciones había sido un detonador de la reacción por parte del Estado 
y del sistema político, ya que su actuación estaba absolutamente limitada 
en las áreas controladas por el trá�co y la milicia. Dependiendo del tamaño 
de la favela, los candidatos eran obligados a pagar a tra�cantes o milicianos 
entre 5 mil y 15 mil dólares para entrar en el local. Colocación de a�ches 
y outdoors de propaganda era cobrado por separado.45

existe la �gura penal de la milicia”, y que por lo tanto lo que está siendo investigado son desvíos de 
conducta de carácter administrativo, como el uso de arma de la institución, venta de seguridad ilegal y 
formación de banda armada” (Folha de São Paulo, 25 de febrero de 2007).

44  “El dominio de partes del territorio de Río de Janeiro por organizaciones criminales, forma-
das por personas originarias o no de las instituciones de seguridad pública, es el resultado dramático 
de un largo proceso de desintegración del contrato social en la ciudad. (…) la violencia substituye, 
paulatinamente, a todas las demás formas de mediación social, absorbiendo incluso la política. La 
esfera pública se diluye, degradada por redes de criminales. (...) Las milicias son un mal que constituye 
también un alerta sobre el surgimiento de precondiciones para la militarización de la política y la po-
litización de la criminalidad, lo que signi�caría colocar al Estado de Derecho en una profunda crisis” 
(Tarso Genro 2008).

45  “El trá�co de drogas y las milicias cobran hasta 30 mil reales de los candidatos (aproximada-
mente 15 mil dólares). Tra�cantes y milicianos establecieron tarifas de peaje para los candidatos a las 
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Frente a este cuadro, se negoció un acuerdo entre el Gobierno del esta-
do y el Gobierno Federal para de�agrar la Operación Guanabara, donde, 
a partir de una de�nición operacional de 27 áreas controladas por la cri-
minalidad, el Ejército las ocupó durante un período previo y durante la 
realización de las elecciones municipales de octubre de 2008.

Sin embargo, esto no inhibió totalmente la acción electoral de los sec-
tores vinculados a las milicias y el trá�co, ya que consiguieron elegir cuatro 
concejales sobre 51, lo que representó aproximadamente el 8% del Conce-
jo Deliberante del municipio de Río de Janeiro. 

A partir de 2008, teniendo en cuenta la elección de Río de Janeiro como 
sede de la Copa y de las Olimpíadas, se pone en práctica una “Estrategia 
Integrada de Paci�cación”, que incluía la participación de las Fuerzas Arma-
das en el policiamiento junto con la instalación de comisarías permanentes 
denominadas UPPs -Unidades de Policía Paci�cadora-, en algunas favelas 
especí�cas (estaban programadas 40 para �nales del año 2014) dentro del 
área de in�uencia de los eventos mencionados. Este proyecto, que analiza-
mos en (Dellasoppa 2016), entró en crisis inmediatamente después de las 
Olimpíadas, junto con la quiebra �nanciera del Estado de Río de Janeiro. 

La crisis del Estado también se mani�esta en las áreas controladas por 
tra�cantes y milicias. En 2014, previamente a las elecciones, el control de re-
ductos electorales por parte de tra�cantes y milicianos era más evidente que 
nunca, lo que se evidenciaba en el estricto control de cualquier propaganda 
en sus áreas y en los precios cobrados, que llegaban a casi 100 mil dólares 
para tener la exclusividad de la propaganda electoral en un área controlada 
por milicianos o tra�cantes, que indicaban también la “mano de obra” que 
debería ser contratada por los candidatos. Nada indica que esta situación no 
se repetirá, en peores condiciones, durante las próximas elecciones. 

elecciones de octubre que hacen campaña en las favelas que ellos controlan. El precio varía de 10 mil 
reales (para favelas pequeñas) a 30 mil reales (para favelas de tamaño mediano). Si no pagan el “peaje”, 
los candidatos son prohibidos de entrar en la favela para pedir votos y pegar carteles. Según lo informa-
do a la Folha de São Paulo por dos candidatos a concejal (que no se identi�caron temiendo represalias), 
esta práctica ocurre en las favelas de São Carlos (Estácio, centro), Turano y Borel (Tijuca, zona norte), 
Tuiuti (São Cristóvão, norte), Dendê (Ilha do Governador, norte) y Terreirão (Recreio, oeste), domina-
das por el trá�co; y Guaporé (Brás de Pina, norte) y Barbante (Campo Grande, oeste), dominadas por 
milicias.” (Folha de São Paulo, “Eleições 2008, Río de Janeiro”, 11 de septiembre de 2008).
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Conclusión: mirando hacia el futuro

La primera versión de este trabajo fue redactada para un Seminario FLAC-
SO en Quito durante mayo de 2010. En esa ocasión, la actuación del Esta-
do contra los efectos electorales del control territorial por parte de tra�can-
tes y milicianos estaba apenas en sus comienzos. El conjunto del sistema 
político había percibido la gravedad de la situación y había comenzado a 
esbozar una respuesta, con la instauración de comisiones legislativas de in-
vestigación en la legislatura de Rio de Janeiro y el procesamiento y prisión 
de numerosos milicianos y cómplices involucrados, algunos del propio le-
gislativo, que parecía un razonable punto de partida para el Gobierno del 
estado de Río de Janeiro. Se buscaba la recuperación por parte del Estado 
del control sobre las áreas perdidas para el trá�co y las milicias. Este ob-
jetivo estaba siendo buscado por medio del programa de implantación de 
Unidades de Policía Paci�cadora (UPP), junto con la participación de las 
Fuerzas Armadas en tareas de policiamiento. Las evaluaciones preliminares 
lo indicaban como la primera iniciativa de éxito en el combate al trá�co 
de drogas y a las milicias en el estado de Río de Janeiro. La recuperación 
del control del área implicaba la eliminación de la presencia de armas de 
guerra del local, con la subsiguiente reducción del trá�co de drogas. Con 
la perspectiva de la Copa Mundial de Fútbol de 2014 y de las Olimpíadas 
en 2016, Río de Janeiro era optimista.

La situación actual (julio de 2017) es completamente diferente, y para 
mucho peor. El 18 de julio de 2017 el actual presidente de la Cámara de 
Diputados, Rodrigo Maia, declaraba en las redes sociales que “Perdimos 
completamente el control de la seguridad pública en Río, nadie consigue 
más moverse con tranquilidad.”46 Esto no es ninguna novedad, llega con 
atraso el reconocimiento. El fracaso, llamado a veces eufemísticamente de 
“vaciamiento” del programa de UPPs, que llegó a ser considerado por al-
gunos sectores académicos como “un programa victorioso”, ignorando sus 
evidentes limitaciones, se traduce actualmente en un retorno de los tra�-

46  Incapaz de garantizar seguridad, Río libera el “sálvese quien pueda.”  Folha de São Paulo, 
20/07/2017. http://www1.folha.uol.com.br/colunas/marco-aurelio-canonico/2017/07/1902674-in-
capaz-de-garantir-seguranca-rio-libera-o-salve-se-quem-puder.shtml  (Consulta: 29/07/2017).
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cantes a esas áreas con la consiguiente lucha por su control, alimentada 
por el armamento pesado que fue contrabandeado hasta el cansancio por 
aire, mar y tierra. Entre 2014 y 2017, una sola banda mandó desde Miami 
a Río de Janeiro, en 75 viajes que pasaron por el aeropuerto del Galeão, 
por lo menos 1 043 fusiles, con igual cantidad de cargadores y 297 mil 
municiones.47

El presente económico, político y social de Brasil quedó marcado por 
la puesta en marcha por parte del segundo Gobierno de Rousse� de un 
proceso de ajuste económico neoliberal, implementado por un destacado 
técnico de esa corriente y duramente criticado por organizaciones sociales 
y hasta por sectores del propio Partido de los Trabajadores. Como conse-
cuencia del plan de ajuste, se realizaron cortes presupuestarios signi�ca-
tivos, que afectaron y continúan afectando también el área de seguridad 
pública, lo que llevó al ex Secretario de Seguridad Pública del Estado de 
Río de Janeiro, José Mariano Beltrame, a caracterizar la situación de la 
seguridad pública en Brasil como “un área en ruinas”48 proclive a nuevos 
deterioros por la de�agración de un con�icto de poder entre los principa-
les grupos criminales de São Paulo y Rio de Janeiro. Como ejemplo del 
colapso institucional de la Policía Militar, el vehículo blindado utilizado 
por la fuerza, conocido como “caveirão” (“gran calavera”), estaba siendo 
alquilado en diciembre pasado a los tra�cantes para circular con seguridad 
en sus territorios durante una guerra de bandas.49

Contrariamente a lo escrito en la primera versión, hoy los cariocas te-
nemos muchos motivos para ser pesimistas. 

47  “El colador del Galeão deja pasar más de mil fusiles y expone lucha perdida - La policía 
civil incautó 60 fusiles en una carga de calentadores de piscinas en el Aeropuerto del Galeão.” Folha 
de São Paulo, 03/08/2017. http://www1.folha.uol.com.br/colunas/marco-aurelio-canonico/2017/08/
1906677-peneira-do-galeao-deixa-passar-mais-de-mil-fuzis-e-expoe-luta-perdida.shtml?utm_source=-
newsletter&utm_medium=email&utm_campaign=newseditor (Consulta: 29/07/2017).

48  “Beltrame: La seguridad pública está cayéndose a pedazos” (Época, 08/03/2017). http://epo-
ca.globo.com/politica/noticia/2017/03/jose-mariano-beltrame-seguranca-publica-esta-ruindo.html 

49  “Rio. Policías Militares cobraban coima de entre R$ 500 mil y R$ 1 millón por mes por 
el uso del caveirão.”  http://odia.ig.com.br/rio-de-janeiro/2017-06-07/policia-cobrava-propina-
-de-r-500-mil-ao-mes-e-r-1-milhao-para-uso-de-caveirao.html (O Dia, 07/06/2017) (Consulta: 
08/06/2017).
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Siglas 

ALERJ  Assembléia Legislativa do Estado do Rio de Janeiro
IBGE  Instituto Brasileño de Geografía y Estadística
IDH  Índice de Desarrollo Humano (ONU-PNUD)
MPF  Ministerio Público Federal, Fiscalía del Estado 
ONG  Organización no Gubernamental
ONU  Organización de las Naciones Unidas
PF  Policía Federal
PNSP  Plan Nacional de Seguridad Pública
PNUD  Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo
PRONASCI    Programa Nacional Seguridad com Ciudadania, del 
  Ministerio de Justicia
PSOL     Partido Socialismo e Liberdade
PT  Partido dos Trabalhadores
STF  Supremo Tribunal Federal
TSE  Tribunal Superior Electoral 
UPP  Unidad de Policía Paci�cadora
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